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Panel integrado por su presidenta, la Jueza Cintrón Cintrón, el Juez 
Juez Rodríguez Casillas y el Juez Rivera Torres  

 
Rodríguez Casillas, Juez Ponente 

 
SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 23 de enero de 2020. 

Comparece ante nos el Dr. Luis Arana Santiago (en adelante, 

Dr. Arana Santiago o recurrente) solicitando que dejemos sin efecto 

la Resolución dictada 20 de diciembre de 2019,1 por el Rector de la 

Universidad de Puerto Rico (UPR), Recinto de Utuado. Mediante 

dicho dictamen, se destituyó de forma inmediata al recurrente como 

Catedrático de la UPR por incurrir en presuntos actos de 

hostigamiento sexual hacia una estudiante. 

El Dr. Arana Santiago presentó, a su vez, una Moción Urgente 

en Auxilio de Jurisdicción, la cual declaramos No Ha Lugar mediante 

el presente dictamen.  

Con el propósito de lograr el más justo y eficiente despacho de 

los procedimientos, prescindimos de solicitar la comparecencia 

escrita de la parte recurrida, a tenor con la Regla 7 (B)(5) del 

Reglamento del Tribunal de Apelaciones,2 y procedemos a 

desestimar el recurso de revisión. Veamos. 

 
1 Notificada el mismo día. 
2 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 7(B)(5). 
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-I- 

El 12 de octubre de 2018, el Rector Interino de la UPR-Recinto 

de Utuado, le notificó al Dr. Arana Santiago sobre la formulación de 

cargos en su contra por presuntos actos de hostigamiento sexual 

hacia una estudiante. Luego de los trámites procesales de rigor y de 

celebrarse la vista administrativa, el Oficial Examinador emitió el 26 

de noviembre de 2019 su informe, donde recomendó “[…] se 

desestimen todos los cargos que pesan contra el Dr. Luis S. Arana 

Santiago dado que de la totalidad del expediente, no se pudo probar 

que este haya infringido la Política Institucional Contra el 

Hostigamiento Sexual […]”.3  

No obstante, la autoridad nominadora, entiéndase, el Rector 

Luis A. Tapia Maldonado, no acogió la recomendación y decretó la 

“[d]estitución INMEDIATA del Dr. Luis S. Arana Santiago, como 

Catedrático de la Universidad de Puerto Rico y de todo vínculo que 

este tenga con la Universidad, con su consiguiente inhabilitación para 

servir a la Institución”.4 La determinación aquí recurrida fue emitida 

y notificada a las partes el 20 de diciembre de 2019.  

Inconforme, el Dr. Arana Santiago acudió ante la Oficina del 

Presidente de la UPR mediante recurso de apelación. Al mismo 

tiempo, decidió acudir ante este Foro Apelativo bajo el razonamiento 

de que no le aplica la doctrina de agotamiento de remedios 

administrativos. Así, el recurrente le imputó a la UPR la comisión de 

los siguientes errores: 

[a]l considerar prueba que fue admitida limitadamente por el 
Oficial Examinador conforme a la Regla 107 de las Reglas de 
Evidencia de Puerto Rico y contrario a la Sección 3.13 (c) de la 
Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme, violentando 
los derechos del recurrente-querellado para confrontar y 
contrainterrogar la prueba en su contra conforme al debido 
proceso de ley consagrado en la constitución cuando el estado 
interviene con intereses propietarios.  
 
[a]l concluir que se probó en sus méritos el elemento subjetivo 
conforme a Aguadilla v. Lorenzo Hernández, 184 DPR 1001 

 
3 Apéndice XVII del recurso de revisión administrativa, págs. 124-125. 
4 Id., Apéndice I, pág. 34. 
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(2012), a pesar de que la reclamante y alegada perjudicada 
no participó en la vista administrativa y que el contenido de 
sus declaraciones escritas, así como declaraciones de otros 
testigos que pretendían declarar sobre el estado mental y/o 
emocional de la reclamante, no fueron admitidas en evidencia 
en la vista administrativa. 
 
[a]l determinar que se cumplió con el procedimiento informal 
establecido en el Artículo IX de la Certificación Número 130 
2014-2015. 
 
[a]l considerar en la resolución prueba documental que no fue 
presentada en la vista administrativa, así como alegaciones 
que obran en documentos que tampoco fueron presentados en 
la vista administrativa. 
 
[e]n darle credibilidad a los estudiantes testigos en cuanto a 
que el Dr. Arana se pegaba al pupitre de la estudiante y se 
subía el pantalón y le decía que le gustaban los hombres 
fuertes y con dinero. 

 

-II- 

Sabido es que la doctrina de agotamiento de remedios 

administrativos es de aplicación a casos en los que una parte, que 

instó o tiene instada una acción ante un ente administrativo, recurre 

ante el foro judicial teniendo aún remedios disponibles ante la 

agencia.5 En otras palabras, esta doctrina de abstención judicial 

[p]resupone la existencia de un procedimiento administrativo 
que comenzó pero que no finalizó porque la parte concernida 
recurrió al foro judicial antes de que se completase el 
procedimiento administrativo referido. Por ello, para que 
pueda aplicarse la doctrina de agotar remedios y proceda 
resolverse que la parte concernida no pueda acudir todavía al 
foro judicial, es menester que exista aún alguna fase del 
procedimiento administrativo que la parte concernida deba 
agotar.6 

 

El objetivo de esta norma es determinar en qué etapa procede 

la intervención judicial sobre un caso presentado inicialmente ante 

un foro administrativo.7 La aplicación de esta doctrina logra los 

siguientes propósitos: 

(1) que la agencia concernida, antes de la intervención judicial, 
pueda desarrollar un historial completo del asunto ante su 
consideración; (2) que la agencia pueda utilizar el conocimiento 
especializado de sus funciones para adoptar las medidas 
correspondientes de conformidad con la política pública 
formulada por la entidad, y (3) que la agencia pueda aplicar 
uniformemente sus poderes para poner en vigor las leyes, 
rectificar oportunamente sus errores o reconsiderar el alcance 

 
5 Colón Rivera, et al. v. ELA, 189 DPR 1033, 1058 (2013); Mun. de Caguas v. AT&T, 

154 DPR 401, 408 (2001). 
6 Asoc. Pesc. Pta. Figueras v. Pto. del Rey, 155 DPR 906, 918 (2001). 
7 S.L.G. Flores-Jiménez v. Colberg, 173 DPR 843, 851 (2008); Mun. de Caguas v. 
AT&T, supra, pág. 407. 
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de sus pronunciamientos.8 
 

Es improcedente preterir el cauce administrativo para acceder 

a la jurisdicción de los tribunales, dado que el agotamiento de 

remedios constituye un requisito jurisdiccional.9 Sin embargo, 

existen ciertas instancias en las que, por excepción, se permite 

eludir el trámite administrativo.10 La Ley de Procedimiento 

Administrativo Uniforme del Gobierno de Puerto Rico (LPAU) 

contempla las excepciones a esta doctrina al establecer que: 

[e]l tribunal podrá relevar a un peticionario de tener que agotar 
alguno o todos los remedios administrativos provistos en el 
caso de que dicho remedio sea inadecuado, o cuando el 
requerir su agotamiento resultare en un daño irreparable al 
promovente y en el balance de intereses no se justifica agotar 
dichos remedios, o cuando se alegue la violación sustancial de 
derechos constitucionales, o cuando sea inútil agotar los 
remedios administrativos por la dilación excesiva en los 
procedimientos, o cuando sea un caso claro de falta de 
jurisdicción de la agencia, o cuando sea un asunto 
estrictamente de derecho y es innecesaria la pericia 
administrativa.11 

 
En cuanto a la excepción sobre dilación excesiva, debemos 

aclarar que no basta con que los remedios sean lentos, sino que se 

requiere que los mismos constituyan una gestión inútil e 

inefectiva.12 Le corresponde a la parte interesada probar, mediante 

hechos específicos y bien definidos, porqué se debe prescindir del 

proceso ante la agencia.13 

-III- 

En el presente caso, la Resolución emitida el 20 de diciembre 

de 2019 por el Rector de la UPR, apercibió al Dr. Arana Santiago 

sobre su derecho a solicitar reconsideración “dentro del término de 

veinte (20) días desde la fecha de archivo en autos de la notificación 

de la resolución u orden del Rector” o de acudir en apelación ante la 

Oficina del Presidente de la UPR “en el término jurisdiccional de 

 
8 Procuradora Paciente v. MCS, 163 DPR 21, 35 (2004). 
9 Guzmán y otros v. E.L.A., 156 DPR 693, 714 (2002); Asoc. Pesc. Pta. Figueras v. 
Pto. del Rey, supra, pág. 917. Énfasis nuestro. 
10 Procuradora Paciente v. MCS, supra, pág. 36.   
11 Sec. 4.3 de la LPAU, 3 LPRA sec. 9673.  
12 S.L.G. Flores-Jiménez v. Colberg, supra, pág. 852. 
13 Procuradora Paciente v. MCS, supra, pág. 36. 



 
 

 
KLRA202000032    

 

5 

treinta (30) días a partir de la notificación de la resolución u orden 

apelada”.14 

En virtud del esquema procesal provisto y en el ejercicio de su 

derecho, el recurrente decidió acudir en apelación ante la Oficina 

del Presidente de la UPR.15 A simple vista reconocemos que el 

trámite administrativo no ha culminado, por lo que el recurrente 

está obligado a agotar los remedios administrativos antes de acudir 

al Foro Apelativo.  

Sin embargo, el Dr. Arana Santiago entiende que las 

circunstancias particulares de su caso le permiten preterir el cauce 

administrativo. No le asiste la razón.  

Aun cuando la UPR no es una agencia especializada en 

materia de hostigamiento sexual como aduce el recurrente, esta 

implantó una Política Institucional contra el Hostigamiento Sexual16 

con el propósito de regir la presentación, investigación y 

adjudicación de quejas y querellas por alegados actos de 

hostigamiento sexual y represalias llevados a cabo por miembros de 

la comunidad universitaria o visitantes contra estudiantes, 

empleados, personal docente, entre otros. Por lo que es la institución 

universitaria quien está en mejor posición para poner en vigor y 

hacer cumplir su reglamento contra el acoso sexual. 

De otro lado, la alegación en cuanto a que el trámite 

administrativo constituye una gestión inútil debido a la dilación 

excesiva en los procedimientos, nos resulta un tanto prematura y 

especulativa. Máxime cuando escasamente hace poco más de un 

mes que el Rector decidió destituir al recurrente como catedrático 

de la UPR y, hace tan solo unos días que acudió en apelación ante 

la Oficina del Presidente. Razonamos entonces, que en ánimos de 

 
14 Apéndice I del recurso de revisión administrativa, pág. 34. 
15 Véase, págs. 28-29 del escrito en solicitud de revisión administrativa. 
16 Certificación Núm. 130 (2014-2015). 
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preservar la pureza de los procedimientos resulta necesario permitir 

que el trámite administrativo continúe su curso.  

Por otra parte, las circunstancias del caso tampoco 

demuestran la existencia de un daño irreparable e inminente. 

Estimamos que los alegados perjuicios sufridos por el recurrente a 

su reputación podrían ser compensados a través de una acción en 

daños y perjuicios. Del mismo modo, el ingreso que dejó de percibir 

si se determina su restitución.  

Por último, el recurrente no demostró violación alguna a su 

derecho constitucional al debido proceso de ley. Surge del 

expediente que este fue notificado de los cargos en su contra; tuvo 

derecho a contrainterrogar los testigos y de examinar la prueba 

presentada por la parte recurrida; del mismo modo tuvo 

oportunidad de presentar prueba documental y testifical a su favor, 

renunciando a esto último. 17 De modo que las alegaciones relativas 

a la incorrecta admisibilidad de la prueba y de los testimonios de la 

parte querellada por parte del Rector, no constituye razón suficiente 

para eximirlo de agotar el cauce administrativo.  

Vemos pues, que en el presente caso no se dan los criterios 

necesarios para eximir al recurrente de agotar los procedimientos 

administrativos ante la Oficina del Presidente de la UPR. En 

consecuencia, toda vez que el trámite ante la autoridad nominadora 

no ha culminado, nos vemos privados de jurisdicción para atender 

el recurso de epígrafe en sus méritos. 

-IV- 

Por los fundamentos antes expuestos, resolvemos desestimar 

el recurso de revisión administrativa presentado por el recurrente, 

por falta de jurisdicción. Además, declaramos No Ha Lugar la 

solicitud en auxilio de jurisdicción.  

 
17 El recurrente dio por sometido el caso con la prueba presentada por la parte 

recurrida. 
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Notifíquese inmediatamente. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal. 

 

 
Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


